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     EL JUICIO EJECUTIVO



Para que los derechos y las obligaciones que les son correlativas, se hagan efectivos, es menester que existan ciertos medios compulsivos para obtener su cumplimiento, en caso que se les incumpla, ya que de otro modo, quedaría entregado a la voluntad de los deudores ese cumplimiento.  Uno de esos medios compulsivos es el juicio ejecutivo que se le conceptualiza como “aquel procedimiento que persigue por la vía compulsiva el cumplimiento de una obligación cierta e indudable, que consta de un antecedente auténtico al cual la ley le reconoce la aptitud para provocar el apremio y que genéricamente  se conocen como títulos ejecutivos”  



Las características son, en primer lugar, que se trata de un procedimiento ejecutivo de carácter ordinario: Se aplica al cumplimiento de cualquier obligación indubitada.  Es de carácter compulsivo, toda vez que, a través de él, se persigue el cumplimiento forzado de una obligación.  Algunos autores agregan que además es extraordinario y especial, desde el punto de su estructura, ya que difiere fundamentalmente de aquella que corresponde al juicio ordinario que estudiáramos el año pasado.  Además, que está construido para proteger los intereses del acreedor, por una parte, y por otra, es una presunción contra del deudor.



A este procedimiento le son aplicables las disposiciones especiales contenidas en los títulos I y II del libro III del Código de Procedimiento Civil, artículos 434 a  544.  En segundo lugar, para el caso que no estuviere reglamentado expresamente se aplican las reglas comunes a todo procedimiento, contenidas en el Libro I del Código citado.  Finalmente, en defecto, de las normas anteriores, las del procedimiento ordinario de mayor cuantía. (Artículo 3° del Código de Procedimiento Civil).



El juicio ejecutivo admite también algunas clasificaciones. 




Según la naturaleza de la obligación




Desde este punto de vista, nos encontramos con el juicio ejecutivo de obligación de dar, constituye el juicio ordinario y sus reglas se aplican supletoriamente a los restantes juicios ejecutivos;  el juicio ejecutivo de obligaciones de hacer, que busca compeler a la suscripción de un instrumento o a la constitución de una obligación o a la construcción de una obra material.  Por último, el juicio ejecutivo de obligaciones de no hacer que pretende compulsivamente que una persona se abstenga de llevar a cabo una determinada conducta.   




Según su cuantía  





Estos se clasifican en juicios ejecutivos de mayor cuantía y juicios ejecutivos de mínima cuantía (Artículos 703 y 729 del Código de Procedimiento Civil).



Según su campo de aplicación





Tenemos el juicio ejecutivo ordinario, no obstante que, se encuentra en el Libro III del Código de Procedimiento Civil que trata de los Juicios Especiales. También, los juicios ejecutivos especiales regulados en leyes especiales: Compraventa de Bienes Corporales Muebles a plazo, Ley General de Bancos.

LA ACCION EJECUTIVA (pretensión ejecutiva)

Para exigir el cumplimiento forzado de una obligación es preciso la concurrencia de los siguientes requisitos copulativos: La obligación debe constar en un titulo al cual la ley le atribuye mérito ejecutivo (Artículos 434, 530  y 544 del Código de Procedimiento Civil).  Además, que esta obligación sea actualmente exigible (Artículos 437, 530  y 544 del Código de Procedimiento Civil).  Al mismo tiempo, esta obligación debe ser líquida o liquidable, tratándose de obligaciones de dar; determinada, en las obligaciones de hacer y susceptible de convertirse en la destruir la obra hecha, en las obligaciones de no hacer. (Artículos 438, 530  y 544 del Código de Procedimiento Civil).   Finalmente, que la obligación no esté prescrita. 


Veremos separadamente cada una de estas exigencias legales:



Que la obligación conste de un título:




Al hablar de la jurisdicción, en nuestro primer curso de Derecho Procesal, de acuerdo al artículo 73 de la Constitución Política, decíamos que “es la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado…”  Ahora bien, al referirnos a los momentos de la jurisdicción hablamos de la fase del conocimiento (discusión y prueba).  La fase de la decisión que el tribunal lo hace a través del acto procesal conocido como sentencia y la fase de la ejecución que está íntimamente ligada con la disposición citada “hacer ejecutar lo juzgado” De ahí, que el título ejecutivo por excelencia sea la sentencia definitiva o interlocutoria firme.  (Artículo 434 N° 1 del Código de Procedimiento Civil.)  




Materialmente, el título ejecutivo puede emanar de distintos sujetos: del órgano jurisdiccional, tratándose obviamente de una sentencia; de un órgano administrativo (acta de acuerdo suscrita ante el inspector del trabajo); de las partes, como ocurre con el avenimiento o la conciliación (Artículos 267 y 434 N° 3 del Código de Procedimiento Civil). Este debe contener una obligación que sea líquida, actualmente  exigible y no prescrita. Estas exigencias, sin embargo, están establecidas para los títulos ejecutivos no jurisdiccionales porque, si bien, de la sentencia emanan obligaciones, se está frente a un título regulado por el Derecho Público en que se está haciendo valer la fuerza de la jurisdicción cualquiera sea su contenido.  Ahora bien, si no contiene alguna obligación de dar, hacer o no hacer no es hábil el procedimiento ejecutivo para hacerla cumplir.  Se tendrá que recurrir al procedimiento incidental (Artículos 233 y 234 del Código del Ramo), o al residual judicial si no hay otra forma de cumplirla (Artículo 238 del Código de Procedimiento Civil).  El Tribunal cuando se le presenta la demanda ejecutiva fundada en el título respectivo controla tanto la materialidad del título como el acto jurídico que contiene. Así, el artículo 437 del Código de Procedimiento Civil señala que para que proceda la ejecución la obligación debe ser actualmente exigible, el artículo 439 del mismo cuerpo legal exige su liquidez y el artículo 441 del citado Código obliga al juez a examinar el título, el cual debe contener todas estas exigencias, procediendo a despachar o no la ejecución, agregando que deberá denegar la ejecución si el título está prescrito.   En resumen, en primer lugar, el juez deberá examinar si hay título, esto es, si trata de “un instrumento que acredita nuestro derecho”, luego si está contemplado como título ejecutivo y  finalmente, si contiene una obligación líquida, actualmente exigible y no prescrita. Además, la obligación debe ser da dar, hacer o no hacer. 




Hay diversas definiciones de título ejecutivo. Así, “es el instrumento que autoriza el empleo del procedimiento ejecutivo para la tramitación de un proceso en que debe resolverse su exigibilidad jurisdiccional”  (Juan Colombo Campbell).  “Es aquel documento al cual la ley le atribuye la suficiencia necesaria para exigir el cumplimiento forzado de una obligación que consta en él”  “Es aquél instrumento al cual la ley le atribuye expresamente el mérito de servir de antecedente indispensable para deducir una demanda en la cual se busque compulsivamente el cumplimiento de alguna obligación que consta de ese mismo título, la cual, además, debe ser líquida, actualmente exigible y no prescrita”



De acuerdo a estas definiciones, se puede decir que la primera de las características del título ejecutivo es que debe ser establecido por ley.  El Derecho Procesal, como lo hemos estudiado anteriormente, pertenece al Derecho Público, por lo que sólo puede hacerse lo que la ley autorice expresamente.  La voluntad de las partes va a tener importancia en la generación del acto o contrato  que genere obligaciones (de dar, hacer o no hacer).  




Una segunda característica es que el título ejecutivo debe ser autónomo, esto es, que se baste a si mismo y que, por consiguiente, los elementos o presupuestos que la ley exige a la pretensión ejecutiva deben contenerse en el propio título.  Se ha aceptado la tesis pueda constar materialmente en dos o más instrumentos siempre que considerados individualmente tengan el carácter de títulos ejecutivos.  




Una tercera característica es que el título ejecutivo debe ser autosuficiente, es decir,  debe reunir todos los requisitos exigidos por la ley para que sea eficaz.  Si el título es imperfecto, por regla general, no habrá ejecución.  Excepcionalmente, la ley autoriza su perfeccionamiento mediante las denominadas gestiones preparatorias de la vía ejecutiva.  Estas exigencias legales son: su formalidad material se encuentre contemplada en alguno de los títulos ejecutivos descritos en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil.  Contenga una obligación de dar, hacer o no hacer, líquida, actualmente exigible y no prescrita.  Estos requisitos concurran al tiempo de presentarse la demanda ejecutiva y su instrumento fundante.  No pueden subsanarse os defectos del título por declaraciones o actos posteriores.  




Una cuarta característica es que el contenido del título ejecutivo es un acto jurídico que puede ser procesal o común, según sea la naturaleza del título que se invoca.  Así, tratándose de sentencias, actas de avenimiento o conciliaciones tendrá el carácter de acto procesal por lo que deberá cumplir  los requisitos propios de todo acto procesal.  Tratándose, por ejemplo, de la letra de cambio para ser un título ejecutivo perfecto debe haber sido aceptada ante notario o protestada personalmente (Artículo 434 N° 4   del Código del Ramo), lo que constituye un acto común.




Una quinta característica, quizás la más importante, es que el título ejecutivo genera una presunción de verdad a favor del ejecutante.  Ello explica por que la primera resolución que se dicta: “Despáchese mandamiento de ejecución y embargo”  produzca efectos tan graves para el ejecutado, ya que sin notificar al sujeto pasivo, éste queda con una orden de embargo. 




Una sexta característica del título ejecutivo es que, además, de ser un instrumento fundante para la demanda ejecutiva es también un medio de prueba.  Su eficacia demostrativa dependerá de la naturaleza del  instrumento.  Tratándose de una escritura pública tendrá el valor probatorio que le asigna el artículo 1.700 del Código Civil.  




Una séptima característica del título ejecutivo es que altera el onus probandi, toda vez que,  se presume cierto lo que consta en el título.  El título ejecutivo por excelencia es la sentencia la que ha sido pronunciada terminada la fase de conocimiento, la discusión y la prueba, por lo que no se podría volver a discutir los fundamentos de la decisión. Sólo cabe el cumplimiento de lo resuelto. La prueba de las excepciones siempre corresponderá al ejecutado.




Finalmente, una octava característica  es que título ejecutivo puede ser atacado en su forma y en su contenido, sólo oponiendo las excepciones taxativamente señaladas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil.  Ello constituye una excepción a las reglas procesales comunes que no limitan el derecho de defensa.  Si la defensa en el juicio ejecutivo no se encuadra en alguna de estas excepciones serán declaradas inadmisibles.




Los títulos ejecutivos también admiten la posibilidad  de ser clasificados:




En cuanto al grado de perfección:




Perfectos: Es aquel que es suficiente para que el Tribunal acceda provisoriamente a la demanda ejecutiva, abriendo proceso con su mérito y despachando mandamiento de ejecución y embargo contra el ejecutado.  Contiene intrínsicamente todos los presupuestos exigidos por la ley.





Imperfecto: Es aquel que para lograr eficacia como título ejecutivo requiere de una gestión preparatoria de la vía ejecutiva.





Conviene precisar que estamos hablando de título ejecutivos.  A los títulos imperfectos sólo les falta cumplir con las formalidades legales para llevar aparejada su ejecución. La gestión preparatoria de la vía ejecutiva puede referirse a la materialidad del título o a la obligación que contiene.  Ejemplo del primer caso, la notificación del protesto, tratándose de letra de cambio, pagaré o cheque.  Del segundo, la gestión de avaluación que apunta al requisito de la deuda líquida (Artículos 434 N° 4  y 438 N° 3 del Código del Ramo).  





En la enumeración del artículo 434 del Código del Código de Procedimiento Civil, son títulos perfectos la sentencia firme, ya sea definitiva o interlocutoria.  La sentencia que causa ejecutoria estaría comprendida en el N° 7 de la disposición citada.  La copia autorizada de escritura pública, el acta de avenimiento pasada ante tribunal competente y autorizada por un ministro de fe o dos testigos de actuación.  La letra de cambio o pagaré protestado personalmente siempre y cuando en el momento del protesto no alegue el aceptante tacha de falsedad a su firma.  También, las letras de cambio, pagarés o cheques respecto de ls obligados cuya firma aparezca autorizada por un notario o por un oficial del Registro Civil, en las Comunas donde no tenga su asiento un notario.  La confesión judicial y los instrumentos privados siempre que se hayan generado de acuerdo con el mecanismo establecido en el artículo 435 del Código del Ramo. 





En este mismo listado son títulos imperfectos las letras de cambio, pagarés o cheques en los casos que se requiere notificar el protesto.  Asimismo, aquellos títulos que tengan una obligación liquidable, cuya liquidez debe obtenerse a través de la gestión preparatoria de la evaluación.  Finalmente, los títulos al portador o nominativos que representen obligaciones vencidas y los cupones también vencidos de dichos títulos, deberán confrontarse con los títulos y estos con los libros talonarios, lo que da origen a la gestión preparatoria de confrontación que perfecciona el título, como lo dispone el N° 6 del citado artículo 434.




En cuanto a su origen:




Judiciales: Los que tienen origen en un proceso o en alguno de equivalentes legitimados.  Son los títulos ejecutivos por excelencia, entre ellos, destaca la sentencia que genera la acción de cosa juzgada que busca el cumplimiento forzado de lo ordenado en ella.  Al hablar de los títulos perfectos nos referimos a la sentencia firme, ya sea interlocutoria o definitiva, y a aquella que cause ejecutoria.  También, al acta de avenimiento pasada ante Tribunal competente y autorizada por un ministro de fe  o dos testigos de actuación.  Tendríamos que agregar como título ejecutivo judicial ( y que no está en la enumeración del artículo 434 antes citado) el acta de conciliación a que se refiere el artículo 267 del Código de Procedimiento Civil, el cual la asimila a una sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.  La conciliación podría  invocarse como título ejecutivo de acuerdo a los N°s.  1 y 7 de este artículo 434. Este acta suele llamarse equivocadamente “acta de avenimiento”, sin embargo, son diferentes, toda vez que, en la conciliación el papel preponderante lo lleva el juez lo lleva el juez de la causa, mientras que, tratándose del avenimiento, son las partes las que ponen término al conflicto, incluso fuera del tribunal.



 

Extrajudiciales: Son aquellos que son generados fuera del proceso.  Debe mencionarse a los instrumentos especialmente previstos como títulos ejecutivos en el N° 4 del citado artículo 434, letra de cambio, pagarés y cheques.  Las copias de escrituras públicas otorgadas por un notario fuera del proceso y los títulos y cupones mencionados en el N° 6 del artículo 434.  Estos títulos ejecutivos, a su vez, se subdividen en títulos convencionales y títulos emanados de la autoridad administrativa.  Estos últimos si tienen reconocimiento legal deben ubicarse en el N°7 del artículo 434.  En general, son resoluciones dictadas en procedimientos administrativos tributarios, laborales o provisionales a los que  la ley le da mérito ejecutivo.




En cuanto al número de voluntades que concurren a su generación:  





Unilaterales: Los que requieren la voluntad de un sujeto para su existencia: La letra de cambio, el pagaré, el cheque, la confesión judicial.





Bilaterales: Nacen por el acuerdo de voluntades: Actas de avenimiento, de conciliación y la escritura en la eventualidad que contenga un acuerdo de voluntades que genere una obligación susceptible de hacerse efectiva por la vía ejecutiva.




En cuanto a la ley que los contempla:




Ordinarios: Contemplados en el Código de Procedimiento Civil.





Especiales: Contemplados en otras leyes. (Artículo 434 N° 7 del Código de Procedimiento Civil). 




Análisis de los títulos ejecutivos contemplados en el artículo 434 del Código de Procedimiento Civil:




A.- Jurisdiccionales incluidos sus equivalentes
:





Sentencia firme o ejecutoriada ya sea interlocutoria o definitiva: (N° 1) En concordancia con el artículo 158 que las define y 174 que indica cuándo la sentencia se encuentra firme o ejecutoriada, ambas disposiciones del Código de Procedimiento Civil.  Es necesario, como hemos dicho, que esta sentencia contenga una obligación de dar, hacer o no hacer. Las sentencias dictadas por árbitros, tienen mérito ejecutivo, porque la ley concede la misma fuerza obligatoria a sus fallos que a aquéllas que emanan de los tribunales ordinarios. La diferencia es que esos jueces árbitros no pueden conocer del juicio ejecutivo para exigir el cumplimiento del fallo que ellos dictaron, pues carecen de imperio. (Artículos 635 y 643 del Código de Procedimiento Civil).  Tratándose del cumplimiento de sentencias dictadas contra el Fisco, de acuerdo a las normas especiales contenidas en el artículo 752 del cuerpo legal citado, no procede juicio ejecutivo.





Sentencia que cause ejecutoria: Es aquella que puede cumplirse no obstante haber recursos pendientes en su contra.  Se refieren a ella especialmente los artículos 192, relacionando con el recurso de apelación y 773 relativo al recurso de casación, ambas disposiciones del Código del Ramo.  La orden de no innovar establecida en los recurso de hecho, apelación y queja, como la fianza de resultas con respecto al recurso de casación autorizan suspender los efectos de estas sentencia.  Si se invoca podrá oponerse a la ejecución la excepción del N° 7 del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, esto es, la falta de exigibilidad del título.  Esta sentencia no está contemplada en el N°1 del citado código.  Su fundamento como título ejecutivo está contenido en el N° 7 de este artículo 434 “Cualquiera otro título a que las leyes den fuerza ejecutiva”  Obviamente, deberá contener una obligación de dar, hacer o no hacer.  De lo contrario deberá aplicarse el procedimiento incidental del artículo 233 o residual judicial del artículo 238, ambos del Código del Ramo.





La confesión judicial: (N°5) En la doctrina s ha suscitado una cierta discusión acerca de si trata de cualquier confesión realizada en conformidad al Código de Procedimiento Civil, espontánea o provocada, o si por el contrario de se refiere a esta última.  La jurisprudencia más relevante señala que la confesión como título ejecutivo sólo puede generarse mediante la resolución que dicta el tribunal o del acta respectiva en que el citado confiesa en forma provocada, acuerdo a la gestión previa del artículo 435 de citado código.  Además, la sentencia que tiene por confesada la deuda debe estar ejecutoriada o causar ejecutoria.





Los instrumentos privados reconocido o mandado tener por reconocido: (N°4) El instrumento privado adquiere mérito ejecutivo cuando ha sido reconocido judicialmente o cuando ha sido mandado tener por reconocido. Para lograr este reconocimiento, es necesario realizar la gestión previa prevista en el artículo 435 del Código del Ramo.





El acta de avenimiento: (N°3) El avenimiento consiste en un acuerdo de voluntades de las partes de poner término al juicio, total o parcialmente, de acuerdo a las condiciones que ellas mismas prefijan y ha sido aceptado por resolución judicial por parte del tribunal competente.  Dos formalidades: “pasada ante tribunal competente”. Este último será aquel que está conociendo del pleito al que se le pone término total o parcialmente y  “autorizada por un ministro de fe o por dos testigos de actuación”.  Por regla general, este ministro de fe será el secretario del tribunal.  Sólo a falta de éste “dos testigos…” (Artículo 640 inciso final del Código del Ramo).  Cabe hacer presente que esta es la única oportunidad que el Código se expresa del avenimiento de la partes como forma de solución de conflicto.  A pesar, de no estar en el listado del artículo 434 también, es procedente señalar el acta de conciliación  que es un equivalente jurisdiccional al asimilarla el legislador en el artículo 267 del Código del Ramo a una sentencia ejecutoriada.  Del mismo modo, debe señalarse la transacción, otro equivalente jurisdiccional, definida en el artículo 2.446 del Código Civil, como “un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual” Ahora bien, el artículo 2.460 del Código Civil equipara los efectos de la transacción a los de un fallo firme al sostener “la transacción produce los efectos de cosa juzgada en última instancia”. Sin embargo, por si misma no constituye un título ejecutivo salvo que adquiera la materialidad de una escritura pública.




B.- Extrajudiciales




La escritura pública: (N°2): Esta definida en el artículo 403  del Código Orgánico de Tribunales como “el instrumento público o auténtico otorgado con las solemnidades legales, por el competente notario e incorporado en su protocolo o registro público”  Desde el punto de vista material se puede distinguir la matriz que es el documento original firmado por las partes, los testigos y el notario que va formando el protocolo o registro público desde donde se obtienen las copias entregadas a las partes que son transcripciones autorizadas por el notario o archivero en su caso (Artículo 433 del Código Orgánico de Tribunales).  Conviene recordar los casos del artículo 426 del Código Orgánico de Tribunales que son los casos en que no se considera pública o auténtica la escritura:





1.- Que no esté incorporada en el protocolo o que este no pertenezca al notario autorizante o al de quien estuviese subrogando legalmente.





2.-  Que no conste la firma de los comparecientes o no se hubiese salvado este requisito en la forma prescrita en el artículo 408 del código citado.  (Si alguno de los comparecientes o todos ellos no supieren o no pudieren firmar).





3.-  Que no esté escrita en idioma castellano.





4.-  Que en las firmas de las partes o del notario o en las escrituras manuscritas no se haya usado tinta fija o de pasta indeleble.





5.-  Que no se firme dentro de los sesenta días siguientes de su fecha de anotación en el repertorio.





6.-  Que haya sido autorizada por persona que no sea notario o por notario incompetente, suspendido o inhabilitado en forma legal.





La letra de cambio, pagaré o cheque (N° 4) Respecto del obligado cuya firma aparezca autorizada por un notario o por el oficial del Registro Civil en las comunas donde no tenga su asiento un notario.  





Letra de Cambio: “Es un título que remitido por el librador al beneficiario da a este último el derecho de hacerse pagar a una fecha determinada, en general, fijada por la costumbre de una suma de dinero por parte del librado”




Pagaré: “Es un escrito por el cual una persona llamada suscriptor se obliga directamente a pagar a otra denominada beneficiario, o a su orden, una cantidad de dinero en una fecha determinada”.





Cheque: “Es una orden escrita y girada contra un banco para que este pague, a la presentación, el todo o parte de sus fondos que el librador puede disponer en su cuenta corriente”.  




Los títulos al portador o nominativos: (N°6) Los títulos para que tengan mérito ejecutivo deben ser nominativos, aparecer legítimamente emitidos y representar obligaciones vencidas.  Por ejemplo, bono de una entidad bancaria.  Ahora bien, si cumpliendo con todos los requisitos legales no son pagados por las instituciones que los emitieron procede contra ellos el cobro ejecutivo.   





Los cupones también vencidos de dichos títulos: (N°6) Los cupones representan el documento que permite el cobro de intereses.  Estos tienen mérito ejecutivo cuando emanen de dichos títulos, representen obligaciones vencidas y confrontados con los títulos y estos con los libros talonarios sean hallados conformes.





Títulos especiales: (N°7) Ello nos permite concluir que los títulos en el este artículo 434 no son los únicos, no siendo, en consecuencia, taxativa la enumeración.



Que la obligación sea actualmente exigible:




Este segundo requisito de la acción ejecutiva (pretensión) está establecido en el artículo 437 del Código de Procedimiento Civil: “Para que proceda la ejecución, se requiere además que la obligación sea actualmente exigible”.  Esta misma exigencia está establecida para las obligaciones de hacer en el artículo 530 del citado código: “Hay acción ejecutiva en las obligaciones de hacer, cuando, siendo determinadas y actualmente exigibles, se hace valer para acreditarlas algún título que traiga aparejada ejecución de conformidad al artículo 434”. También, en las obligaciones de no hacer ya que el artículo 544 de este código hace aplicables las obligaciones de hacer a las de no hacer: “Las disposiciones que preceden se aplicarán también a la obligación de no hacer cuando se convierta en la de destruir la obra hecha…” 



Es una obligación actualmente exigible aquella que para su cumplimiento no está sujeta a ninguna modalidad, esto es, a ninguna condición, plazo o modo. La condición está definida en el artículo 1.473 del Código Civil como “un acontecimiento futuro que puede suceder o no”.  El plazo en el artículo 1.494 del mismo cuerpo legal como “la época que se fija para el cumplimiento de la obligación”.  Finalmente, el artículo 1.483 del Código Civil define el modo “como la forma especial de cumplir la obligación”. Cumplida la condición, vencido el plazo o satisfecha el modo la obligación podrá ejecutarse.  En el caso de los contratos bilaterales debe recordarse que, de acuerdo, al artículo 1.552 del Código de Bello, ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado mientras el otro no cumpla con su obligación.  De ahí, que tratándose de estos contratos debe constar en el título que aquél que pretende el cumplimiento forzado de una obligación emanado de éste debe haber cumplido, a su vez con la suya.                       






Que la obligación sea líquida, determinada o convertible:  




Si se está en presencia de una obligación de dar, esta deberá ser líquida o liquidable.  Se trata de una obligación de hacer, ésta deberá ser determinada.  Si la obligación es de no hacer, tendrá que ser susceptible de convertirse en la de destrucción de la obra hecha. (Artículos 438, 530 y 544 del Código de Procedimiento Civil).  La obligación será líquida cuando se encuentre determinada en cuanto a su especie, género o cantidad.  De ahí que, de acuerdo al artículo 438 del Código del Ramo: “La ejecución puede recaer: 
   


1. Sobre la especie o cuerpo cierto que se deba y que exista en poder del deudor; 
   


2. Sobre el valor de la especie debida y que no exista en poder del deudor, haciéndose su avaluación por un perito que nombrará el tribunal, y 
  


3. Sobre cantidad líquida de dinero o de un género determinado cuya avaluación pueda hacerse en la forma que establece el número anterior.
  


Se entenderá cantidad líquida, no sólo la que actualmente tenga esta calidad sino también la que pueda liquidarse mediante simples operaciones aritméticas con sólo los datos que el mismo título ejecutivo suministre.
  


El acreedor expresará en la demanda ejecutiva la especie o la cantidad líquida por la cual pide el mandamiento de ejecución.
  


Sin embargo, tratándose de moneda extranjera, no será necesario proceder a su avaluación, sin perjuicio de las reglas que para su liquidación y pago se expresan en otras disposiciones de este Código.”
  


Este presupuesto tiene algunas características, en primer lugar, que la liquidez debe constar en el título.  En segundo lugar, si fuera liquidable, tanto el procedimiento como las bases para liquidarla deben estar contenidos en el título.  Sin embargo, pueden complementarse con hechos postítulo, como por ejemplo, el valor de la unidad de fomento.




Reajustabilidad de la letra de cambio




El artículo 13 N° 2 de la ley N° 18.092 incluye entre las menciones accidentales de la letra de cambio “la cláusula de ser reajustable la cantidad librada, que se expresará mediante la palabra “reajustable” u otra igualmente inequívoca”. De ello, se desprende que la reajustabilidad de la letra de cambio está autorizada por ley.  Asimismo, que constituye una mención accidental y por lo tanto, debe expresarse y no suponerse.  Al igual, que la reajustabilidad se rige por el sistema vigente a la fecha de suscripción del documento.  El artículo 14 de la citada ley contempla dos alternativas: En primer lugar, que el reajuste se haga conforme a las reglas que el documento señale.  En este caso, la obligación será líquida o no, según si el pacto de reajustes cumple con los requisitos del artículo 438 del Código del Ramo, esto es, si la fórmula que contiene el título permite su liquidación por simple operación aritmética.  La otra forma, y no indicándose el sistema de reajuste, se aplicará el de las operaciones de crédito de dinero vigente a la época de la emisión de la letra. A mi juicio, esta parte de la norma referida al antiguo artículo 3° de la Ley N° 18.010, hoy no tiene aplicación, ya que en el actual artículo 3° de la ley citada se dispone un sistema de libertad para pactar cualquier forma de reajustes, siempre que se trate de operaciones de crédito en moneda nacional y que no sean parte alguna entidad bancaria, sociedad financiera o cooperativa de ahorro y crédito. 





El antiguo artículo 3° de la ley N° 18.010 decía: “para determinar el monto de las obligaciones reajustables emanadas de una operación de crédito de dinero, el capital originalmente adeudado se ajustará en la misma proporción en que haya variado la unidad de fomento entre el día de la entrega de dinero el de pago de éste”.  El inciso segundo señalaba “que las operaciones de crédito en moneda nacional no puede pactarse otra forma de reajuste que no sea la unidad de fomento o el que autorice el Banco Central de Chile”




En resumen, la liquidación de una letra de cambio deberá hacerse siempre conforme a las reglas del título, siendo líquida o no, según si el pacto permite su liquidez de acuerdo al artículo 438 del Código de Procedimiento Civil.  De lo contrario, deberá liquidarse en un juicio declarativo y con esa declaración y el título podrá iniciarse el juicio ejecutivo.





Es preciso recordar que el artículo 107 de la citada ley N° 18.092 hace aplicable la normativa contenida en ese mismo cuerpo legal referente a la letra de cambio, al pagaré, en lo que no sea contrario a su naturaleza y a las disposiciones del título II que regula este último instrumento crediticio.




Reajustabilidad en moneda extranjera




El artículo 438 del Código de Procedimiento Civil, antes trascrito, en su inciso final, a propósito de la liquidez de la moneda extranjera establece que no es necesaria la gestión de avaluación cuando se solicita se despache mandamiento de ejecución de ejecución y embargo en moneda extranjera.  
Lo mismo se establece en el inciso 2° del artículo 25 de la Ley N° 18.010 “si el juicio fuere ejecutivo, no será necesaria la avaluación previa” 
Por otra parte, el artículo 22 de este mismo texto legal que “en los procedimientos ejecutivos de cualquier naturaleza en que se persiga el cumplimiento forzado de algunas de las obligaciones señaladas en el artículo 20 (obligaciones en moneda extranjera), el acreedor deberá indicar en su demanda o solicitud la equivalencia en moneda corriente al tipo de cambio vendedor, de la cantidad líquida en moneda extranjera por la cual pide el mandamiento, acompañando al efecto el certificado a que se refiere el artículo 21(certificado de un banco de la plaza) y el tribunal ordenará despacharlo por esta equivalencia, sin que sea necesario proceder a una avaluación previa y sin perjuicio de las reglas siguientes:





1.- Se considerará justo motivo para solicitar la ampliación del embargo, el mayor valor que experimente en el mercado la moneda extranjera adeudada.





2.-  El ejecutante que ejercitare los derechos que conceden los artículos 499 N°1 y 500 N°1 del Código de Procedimiento Civil (adjudicación por los dos tercios por falta de postores en el primer y segundo remate) deberá pedir que se liquide su crédito en moneda nacional al tipo de cambio que proceda en conformidad al artículo 20 (día del pago).





3.-  El pago se hará en moneda corriente al tipo de cambio referido en el número anterior.





4.-  Las cuestiones relativas a la equivalencia de la moneda extranjera no podrán servir de fundamento para la oposición a la demanda y se ventilarán por la vía incidental al momento en que se ejerciten los derechos señalados en los dos números precedentes según corresponda”  





En ese mismo orden de cosas el inciso final de artículo 500 del Código de Ramo establece: “Si la ejecución fuere en moneda extranjera, para hacer uso del derecho que confiere el número 1 del artículo anterior e igual número del presente artículo, el ejecutante deberá hacer liquidar su crédito en moneda nacional, al tipo medio de cambio libre que certifique un Banco de la plaza”.  





El artículo 20 de la Ley N°18.010, autoriza que las obligaciones se expresen en moneda extranjera y agrega que serán pagadas por su equivalente en moneda nacional, al tipo de cambio vendedor del día del pago, certificado por un banco de la plaza.  Sin embargo, tratándose de obligaciones pactadas en moneda extranjera con autorización de la ley o del Banco Central podrá exigirse su pago en dicha moneda. En consecuencia, la regla general es que se autorice el pacto en moneda extranjera.  La excepción es que se puede exigir el pago en moneda extranjera es los casos recién referidos.





La variación o mejor dicho el alza que se produzca en la moneda extranjera entre la fecha del pacto  y la de su pago, es una forma de reajustabilidad del valor expresado en el título de crédito.




Intereses en la letra de cambio




Si se trata de intereses pactados en la letra de cambio se aplica el N° 3 del artículo 13 de la Ley N° 18.092 (menciones facultativas).  Estos correrán desde la fecha en que la letra fue emitida hasta su pago efectivo, a menos que en el mismo documento se indiquen otras fechas y se calcularán sobre la cantidad reajustada, si hubiere un pacto en tal sentido, salvo mención expresa en contrario.  Ahora bien, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 9 de la Ley N° 18.010 se permite el pago de intereses sobre intereses “capitalizándolos en cada vencimiento o renovación…”  Los intereses del título no pueden exceder el límite que la ley denomina “interés máximo convencional”  el cual “no puede exceder en más de un 50%  el interés corriente que rija al momento de la convención” (inciso 4° del artículo 6 Ley N° 18.216).  





Si se trata de intereses no previstos en el título se aplican las normas contenidas en la Ley N°18.010.  Así, el artículo 12 estipula: “La gratuidad no se presume en las operaciones de crédito de dinero.  Salvo disposiciones de la ley o pacto en contrario, ellas devengan intereses corrientes calculados sobre el capital o sobre el capital reajustado, en su caso”.  Por otra parte, el artículo 19 de la misma ley estipula: “Se aplicará el interés corriente en todos los casos en que las leyes u otras disposiciones se refieran al interés legal o al máximo bancario”.  Tratándose de operaciones “no reajustables”, el inciso 1° del artículo 2° señala que “constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título por sobre el capital”.  En el caso, de operaciones “reajustables”, el inciso 2° de la disposición citada estipula que “constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor por sobre el capital reajustado”  En ambos casos, se fijará de acuerdo a lo prevenido en el artículo 6°.  El artículo 8° prohíbe los pactos de intereses que excedan el máximo convencional. En este caso, los intereses se reducirán al “interés corriente que rija al momento de la convención…” sin perjuicio de la acción penal. 




Artículos de la ley N° 18.010 relacionados con los intereses:





Artículo 15: “Si se han pagado intereses, aunque no se hayan estipulado, no podrán repetirse ni imputarse al capital, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 8°” (Prohibición de pactar intereses sobre el máximo convencional)





Artículo 16: “El deudor de una operación de crédito de dinero que retarda el cumplimiento de su obligación, debe intereses corrientes desde la fecha del retardo y a las tasas que rijan desde ese retardo, salvo estipulación en contrario o que se haya pactado legalmente un interés superior”





Artículo 17: “Si el acreedor otorga recibo del capital, se presumen pagados los intereses y el reajuste, en su caso”





Artículo 18: “El recibo por los intereses correspondientes a tres periodos consecutivos de pago hace presumir que los intereses anteriores han sido cubiertos.





Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a los recibos por el capital cuando éste debe pagarse en cuotas.”





Artículo 19: “Se aplicará el interés corriente en todos los casos en que las leyes u otras disposiciones se refieran al interés legal o al máximo bancario” (Presunción de interés corriente).




Tratándose de las obligaciones de “hacer” se entienden que son determinadas cuando su objeto, esto es, la prestación que pesa sobre el deudor es perfectamente conocida y no da margen a equívocos.   En cambio, las obligaciones de “no hacer” son exigibles ejecutivamente cuando se convierten en la destruir la obra hecha 


Que la obligación no esté prescrita  

   


Esta prescripción está referida tanto a la acción ejecutiva como a la acción ordinaria como se lee en el N°17 del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, (“La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva”) referente a las excepciones que pueden oponerse en el juicio ejecutivo.  Ello en concordancia con el N° 8 del artículo 680 del Código de Procedimiento Civil que autoriza la aplicación del procedimiento sumario cuando se ejercita las acciones ordinarias a que se hayan convertido las ejecutivas en virtud de lo preceptuado en el artículo 2.515 del Código Civil.  De acuerdo a lo estipulado en el artículo 2.514 del código recién citado, la prescripción extingue las acciones cuando no se han ejercitado durante cierto lapso de tiempo, contándose éste desde que la obligación se hizo exigible.  El citado artículo 2.515 estipula que, en general, este lapso será de tres años para las acciones ejecutivas y de cinco para las ordinarias.   Agrega que la acción ejecutiva se convierte en ordinaria por el lapso de tres años y convertida en ordinaria durará solamente otros dos. Dada su importancia, conviene señalar que tratándose de un cheque la acción ejecutiva contra los obligados prescribe en un año contado desde la fecha del protesto, señalando la jurisprudencia en forma unánime que la gestión previa de notificación del protesto no interrumpe la misma. (Artículo 34 de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques).  Respecto de las acciones cambiarias que proceden  de la letra de cambio prescriben también en un año contado desde el vencimiento del documento. (Artículo 98 de la ley N° 18.092) Igual en el caso del pagaré por disposición del artículo 107 del mismo cuerpo legal que hace aplicable a este título de crédito la normativa de la letra de cambio en lo que no sea contraria a su naturaleza y a las disposiciones propias del pagaré.  Tratándose de la letra de cambio y del pagaré, por disposición del artículo 107 antes citado, ambos títulos de crédito gozan de las características propias del negocio cambiario, a saber:




Independencia del negocio causal:

  



Detrás del negocio cambiario existe otro acto jurídico, por ejemplo, un mutuo que constituye su causa, pero tanto la letra de cambio como el pagaré, deben entenderse independiente de este negocio para facilitar su exigibilidad y su circulación. Nuestra jurisprudencia ha reconocido la independencia entre el negocio causal y estos documentos de crédito, a propósito de la prescripción de las acciones envueltas.  Distingue claramente entre acciones cambiarias y extracambiarias.  Así, establece que la prescripción de un año es sólo aplicable a la letra de cambio.  Un ejemplo de esta independencia del negocio cambiario lo encontramos en el N° 4 del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil cuando estipula que tendrá mérito ejecutivo sin necesidad de reconocimiento previo la letra de cambio, pagaré o cheque respecto del obligado cuya firma aparezca autorizada ante notario.




Inoponibilidad de excepciones personales:





Este principio está establecido en el artículo 28 de la Ley N° 18.092 que establece: “La persona demandada en virtud de una letra de cambio no puede oponer al demandante excepciones personales con anteriores portadores de la letra”  Independiza a la letra de cambio y al pagaré del negocio causal y de las relaciones originales entre las partes que le dieron vida.




Literalidad y derechos incorporados al título: 





Supone que el documento debe bastarse a si mismo y que para hacer efectivo los derechos se requiere la materialidad del documento.  Este último aspecto determina las reglas sobre extravío del documento contemplado en los artículos 88 y siguiente de la ley citada.




Otro tema interesante que estudiaremos aparte es aquel relacionado con la cláusula de aceleración  propia  del pagaré directamente relacionada con los requisitos: “obligación actualmente exigible” y “obligación no prescrita”

